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Concepto No. 5609   

Bogotá, D.C., 31 de julio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1604 del 21 de diciembre de 2012, “Por medio de la cual se aprueba la ‘Convención sobre municiones en racimo’ hecha en Dublin, República de Irlanda, el 30 de mayo de 2008”.

Magistrado Ponente: Dr. ALBERTO ROJAS RÍOS                Expediente LAT-408.
Concepto No. 5609
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2, y 278, numeral 5, de la Constitución Política, y con el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 
1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió el 11 de enero de 2013 a la Corte Constitucional, copia auténtica de la Ley 1604 del 21 de diciembre de 2012, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente para la fecha, doctor ALEXEI JULIO ESTRADA, mediante auto de 8 de febrero de 2013, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 17 de noviembre de 2009, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter la “Convención sobre municiones en racimo” suscrita en Dublín, República de Irlanda, el 30 de mayo de 2008, a consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.
Vistos los documentos que obran en el expediente se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 174 de 2011 en el Senado y 244 de 2012 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 23 de noviembre de 2011, por medio de los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 894 del 25 de noviembre de 2011. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el senador Juan Lozano Ramírez, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 937 de 2011. 

El proyecto fue anunciado dos veces antes de ser discutido y aprobado. De los anuncios y de los respectivos aplazamientos se da cuenta en las siguientes actas: el primer anuncio se encuentra registrado en el Acta 16 del 21 de marzo de 2012 y el segundo anuncio en el Acta 18 del 28 de marzo de 2012, publicadas en la Gaceta del Congreso 233 de 2012.

El proyecto de ley fue aprobado el 10 de abril de 2012, según consta en el Acta No. 19 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 233 de 2012.
Dentro de las pruebas aportadas a este despacho no se encontró certificación de la Comisión Segunda del Senado donde informen acerca del quórum deliberatorio y decisorio con que fue aprobado el proyecto de ley en primer debate y la forma en que se realizó la votación.

La ponencia positiva para segundo debate en el Senado de la República fue presentada por el senador Juan Lozano Ramírez y fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 191 del 2 de mayo de 2012.
Posteriormente, el Proyecto fue anunciado el 22 de mayo de 2012, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República No. 48 publicada en la Gaceta del Congreso No. 414 del 10 de julio de 2012, en la que se lee: “[P]or instrucciones de la Presidencia y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por Secretaría se anuncian los proyectos que se discutirán y aprobarán en la próxima sesión […] Proyecto de ley número 174 de 2011 Senado”. En la parte final del acta se indica que “[s]iendo las 11:40 p.m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día miércoles 23 de mayo de 2012, a las 3:00 p. m”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el día 23 de mayo de 2012 como consta en el Acta de Plenaria No. 49 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 415 de 10 de julio de 2012, mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 26 de febrero de 2013.
El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 292 del 31 de mayo de 2012.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Pedro Pablo Pérez Puerta y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 559 de 2012.
El Proyecto de Ley fue anunciado en dos ocasiones, la primera registrada en el Acta número 12 del 19 de septiembre de 2012, publicada en la Gaceta del Congreso 17 de 2013, la segunda, en la sesión del 3 de octubre de 2012, tal y como consta en el Acta número 14 de esa fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 17 del 6 de febrero de 2013, en la que se lee: “[a]nuncio de proyectos de ley para ser discutidos y votados en la próxima sesión donde haya proyectos de ley, para dar cumplimiento al artículo 8° del Acto Legislativo número 01 de 2003 […] Proyecto de ley número 244 de 2012 Cámara, 174 de 2011 Senado”. Y al final se observa: “[s]e cita para el próximo martes a las 10 de la mañana, tal como lo ha ordenado el señor Presidente”.

El proyecto de ley fue aprobado el 9 de octubre de 2012, según consta en el Acta No. 15 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 18 del 6 de febrero de 2013.
La ponencia positiva para segundo debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Pedro Pablo Pérez Puerta y publicada en la Gaceta del Congreso No. 756 del 2 de noviembre de 2012.
El proyecto fue anunciado en sesión del 14 de noviembre de 2012, según consta en el Acta 171 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 73 del 28 de febrero de 2013, en la que se lee: “[s]e anuncian los siguientes proyectos de ley y de acto legislativo para la próxima sesión del día jueves 15 de noviembre o para la siguiente sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de ley o Actos Legislativos de acuerdo al Acto Legislativo 01 de 2003. […] Proyecto de ley número 244 de 2012 Cámara, 174 de 2011 Senado”.
Efectivamente, el proyecto fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria, en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 15 de noviembre de 2012, como consta en el Acta No. 172 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 54 del 15 de febrero de 2013, con la asistencia de 111 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General de la Cámara de Representantes el 18 de febrero de 2013. 

Visto el procedimiento legislativo descrito, esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde expresamente se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Igualmente, se advierte que el Proyecto de Ley no fue modificado, por lo que no hubo lugar a conciliación, y de tal manera no existe publicación de Informe de conciliación requerida por el artículo 9° del Acto legislativo 01 de 2003.

Por lo tanto, luego de estudiar el proceso de formación de la Ley 1604 de 2012, “La Convención sobre municiones en racimo”, hecha en Dublín, República de Irlanda, el 30 de mayo de 2008, el Jefe del Ministerio Público no advierte la existencia de vicio alguno.

Por último, se tiene que el 21 de diciembre de 2012 el Presidente de la República sancionó la Ley 1604 de 2012, por medio de la cual se aprueba el Tratado objeto de estudio y, como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1604 de 2012 fue remitido por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte el día 11 de enero de 2013. Si se tiene en cuenta que la vacancia judicial inició el 20 de diciembre de 2012 y culminó el 10 de enero de 2013, tiempo durante el cual se interrumpen los términos, es claro que también se cumplió con lo establecido en el artículo 241.10 Superior. 
3. Análisis material

A continuación se revisará el contenido material del Tratado sub examine para verificar si se ajusta al orden constitucional que lo ha de acoger.

Las municiones en racimo son armas imprecisas, tanto en el alcance del objetivo como en la explosión de las submuniciones que contienen, convirtiéndose en una seria amenaza para la población civil, que en ocasiones tienen que enfrentarse no solo a la destrucción de sus bienes, sino a una discapacidad o a la muerte.

En consideración a los efectos nocivos que producen al ecosistema y a las personas, al poner en riesgo su desarrollo social, económico, ambiental y el derecho a vivir en paz, la Convención sobre municiones en racimo busca destruir y vetar el uso de este tipo de armas y brindar asistencia a las víctimas de este letal artefacto, dentro de la que contempla la atención médica, la rehabilitación, el apoyo social y la inclusión social y económica.

Vale advertir que la manipulación y los restos de municiones en racimo han generado un alto impacto negativo y desolador a nivel global que ha desencadenado consecuencias nefastas a la población civil, en especial a los habitantes del sector rural, donde se encuentran zonas contaminadas por los restos de este tipo de explosivos, causando profundas repercusiones y de largo plazo. 

Por las anteriores razones, los Estados Parte preocupados por este fenómeno han buscado implementar con urgencia, políticas como el tratado in examine, que permitan prestar un apoyo activo a través de mecanismos como la educación sobre el riesgo de las municiones en racimo, la eliminación y destrucción de las reservas acumuladas de este tipo de armas a fin de obtener un descenso significativo de víctimas de restos explosivos e implementar una adecuada asistencia a la población damnificada.

Es así como se observa que el objetivo del Convenio es eminentemente humanitario con vocación universal que está estrechamente relacionado con la Convención de Ottawa por su naturaleza, ya que tanto las municiones en racimo como las minas antipersonal tienen efectos similares a largo plazo y un impacto indiscriminado.  

Así, la Convención consta de un preámbulo y veintitrés (23) artículos, cuyo contenido es el siguiente:

En el preámbulo se expresa la firme voluntad de eliminar los restos de municiones en racimo localizados a nivel mundial y asegurar su destrucción; así mismo, garantizar y promover la realización de los derechos de las víctimas de este tipo de armas, bajo un estricto y efectivo control internacional. 
De igual manera, se reafirma la Declaración de la Conferencia de Oslo sobre municiones en racimo.
Los artículos 1° y 2° hacen énfasis tanto en las obligaciones generales y el ámbito de aplicación como en las definiciones necesarias, para efectos de la aplicación del tratado.

Los artículos 3° y 4° regulan lo relacionado con el compromiso que asumen los Estados Parte para el almacenamiento y destrucción de reservas, así como para  la limpieza y destrucción de restos de municiones en racimo y educación sobre reducción de riesgos.

Los artículos 5° y 6° señalan los eventos en que los Estados Parte son responsables de prestar asistencia a las víctimas de las municiones en racimo, igualmente, el derecho que tienen los países que hacen parte del presente Convenio a solicitar y recibir asistencia.

El artículo 7° establece el compromiso que asume cada país miembro de presentar anualmente información relacionada, entre otras, con las medidas adoptadas frente a las municiones en racimo, la situación y avance de los diferentes programas concernientes a la materia. Finalmente, deja en claro que la transmisión de dichos informes la hará el Secretario General de las Naciones Unidas.

El artículo 8° estipula los procedimientos a seguir para la facilitación y aclaración del cumplimiento de las obligaciones de los Estados Parte conforme a la presente Convención.

Los artículos 9° y 10 prevén los mecanismos que pueden adoptar los Estados miembros para la implementación del presente instrumento internacional y para la solución de controversias que de él puedan surgir.

Los artículos 11 y 12 hacen alusión a las reuniones de los Estados Parte para tratar temas concernientes a la aplicación o implementación de la presente Convención y a la finalidad de las conferencias de examen.

Los artículos 13 y 14 contemplan la opción de proponer enmiendas al instrumento internacional y lo relativo a los costos que se deben sufragar con ocasión de las reuniones, conferencias y ejecución de tareas administrativas.
Los artículos 15 al 20 disponen lo correspondiente a la firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, entrada en vigor del Acuerdo, aplicación provisional, reservas, duración y posibilidad de denuncia.

El artículo 21 hace un llamado a los Estados no Parte para que se vinculen a la presente Convención y para que desistan de utilizar municiones en racimo.
Finalmente, los artículos 22 y 23 señalan como depositario al Secretario General de las Naciones Unidas e informan los textos auténticos en virtud del presente Acuerdo. 
Una vez analizado el contenido del Tratado Internacional que nos ocupa, concluye esta Vista Fiscal que se trata de un importante instrumento que contribuye a regular y a mitigar los impactos negativos producidos por las municiones en racimo. 
El Instrumento in examine, se enmarca en la agenda de relaciones internacionales tendiente a buscar herramientas eficaces para alcanzar el desarme global, en aras de proteger a la humanidad y preservar la paz y la concordia mundial.

De manera que, a través de la celebración de la Convención sometida a control constitucional, se observa lo establecido en los artículos 9°, 226 y 227, toda vez que al promover el Estado la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas, está en capacidad y posibilidad de suscribir tratados públicos tendientes a buscar la integración y cooperación en las mismas áreas respetando el principio de soberanía nacional, como en efecto se pretende buscar y lograr con la firma del mencionado instrumento internacional, ya que se propende prohibir el uso de las municiones en racimo, prevenir su proliferación y apoyar a las víctimas de estas armas sin que se afecte la paz y la seguridad tanto nacional como  internacional, los que a  su vez armonizan 
con la Carta Política, pues ésta concibe la vida como un derecho inviolable (art. 11) y proscribe conductas que atenten contra la integridad personal (art. 12) como en efecto lo establece el tratado multilateral en consideración. 

Como reflejo del firme compromiso de Colombia con el desarme mundial, la protección a las víctimas y al ecosistema, destruyó de manera controlada en los meses de mayo y noviembre de 2009 los arsenales existentes de municiones en racimo, siendo consecuente con lo establecido en el artículo 3 de la Convención y la preservación y salvaguarda del derecho colectivo a un ambiente sano estipulado en los artículos 79 y 80 de nuestra Carta Política. 
En cuanto a los términos planteados en el Tratado se puede apreciar que no contraría la soberanía nacional, por el contrario, promueve la integración de la naciones que fortalecen los lazos de cooperación con los Estados de todo el mundo que, en este caso, surgen de la invitación mundial a la destrucción de las municiones en racimo con miras a la preservación de la especie humana y del patrimonio ambiental bajo los términos de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional.
Así, Colombia a través de este Acuerdo adopta medidas recíprocas entre los Estados Parte con el fin de evitar los resultados nefastos que ocasiona ese tipo de arsenal en el momento de su uso, cuando no funciona como se esperaba o cuando son abandonados.

En consecuencia, teniendo en cuenta que la Convención sobre municiones en racimo tiende a regular la guerra, considera este despacho, como garante de los derechos humanos y de los derechos fundamentales, concluir con la constitucionalidad del citado instrumento internacional y de la ley por medio de la cual se aprueba. 

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD de la “Convención sobre municiones en racimo’, hecha en Dublín, República de Irlanda, el 30 de mayo de 2008”, y de la Ley 1604 del 21 de diciembre de 2012, por medio de la cual fue aprobada la citada Convención.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/Yortiz
� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.
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